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Por acuerdo adoptado en sesión de 5 de septiembre de 2000, la H. Cámara de Diputados rechazó cuatro de las enmiendas que el H. Senado introdujo en segundo trámite constitucional al proyecto de ley señalado en el epígrafe, por lo que de conformidad con el artículo 68 de la Constitución Política República se formó una Comisión Mixta encargada de dirimir las divergencias producidas.





Integrada por los HH. Senadores  señora Evelyn Matthei y señores Edgardo Boeninger, Alejandro Foxley, Carlos Ominami y Francisco Prat, y por los HH. Diputados señores Rodrigo Alvarez, José García Ruminot, Enrique Jaramillo , Pablo Lorenzini y José Miguel Ortiz. Citada por el señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 12 de septiembre de 2000, para elegir Presidente, cargo que recayó en el H. Senador señor Ominami, fijar el procedimiento y debatir los asuntos en controversia.





A las sesiones en que esta Comisión consideró esta iniciativa legal asistieron, además de sus integrantes, los HH. Senadores señores Sergio Fernández, Jovino Novoa y Sergio Páez; el H. Diputado señor Tomás Jocelyn - Holt; el Ministro de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre; el Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, señor Enrique Marshall; el Superintendente de Valores y Seguros, señor Alvaro Clarke; y los asesores de esta Superintendencia señores Orlando Vásquez y Jorge Bustos. 





- - - - - - 





Hacemos presente que en opinión de la Comisión Mixta la proposición relativa al artículo 14 nuevo de que da cuenta este informe debe ser aprobada con rango de ley Orgánica Constitucional y que las proposiciones referentes al número 18 del artículo 2º y al artículo 10 transitorio deben ser aprobadas con quórum calificado.





- - - - - - 





	A continuación se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación de esta iniciativa, así como de los acuerdos adoptados a su respecto.





Artículo 2º





Nº 18





	En el segundo trámite constitucional, el H. Senado incorporó en el artículo 2º de este proyecto un nuevo número 18, que agrega a la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas, un artículo 69 ter. Esta norma preceptúa - en su inciso primero - que en el evento de que una persona adquiera los dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto en una sociedad que haga oferta pública de acciones, se le obligará, dentro del plazo de 30 días contados desde que acontezca tal circunstancia, a realizar una oferta por las acciones restantes de conformidad con el título XXV de la ley Nº 18.045. Añade que esta oferta no podrá hacerse a un precio inferior al que corresponde cuando se ejerce el derecho a retiro.





	El inciso segundo establece que en el evento de que dicha oferta no se efectúe en el plazo indicado, los demás accionistas estarán facultados para ejercer el derecho a retiro en la forma prevista por el artículo 69. Precisa, además, que la fecha para calcular el valor a pagar será el día siguiente al vencimiento del plazo de 30 días referido con anterioridad.





	Finalmente, el inciso tercero dispone que la obligación de hacer oferta pública de acciones no regirá en el evento de que los dos tercios de la propiedad se radiquen en una persona como consecuencia de una reducción de pleno derecho del capital, por no haber sido totalmente suscrito y pagado un aumento dentro del plazo legal.





	En el tercer trámite constitucional la H. Cámara de Diputados rechazó esta enmienda introducida por el H. Senado.





	Durante el debate de esta controversia, la Comisión Mixta tuvo presente una proposición que presentaron los representantes del Ejecutivo, en la que se sugiere aprobar el texto acordado en el Senado, agregándole un nuevo inciso cuarto que preceptúa que la sociedad que haga oferta pública de acciones no será disuelta por aplicación del Nº 2 del artículo 103, esto es, por reunirse todas las acciones en manos de una  sola persona, en caso que todos los accionistas ejerzan la opción de enajenar sus acciones al controlador o el derecho a retiro. A menos que el controlador decida lo contrario y así lo indique, de conformidad al artículo 212 de la ley Nº 18.045.





	Al fundamentar esta proposición se señaló que con ella se persigue solucionar el cuestionamiento planteado en la Cámara de Diputados, en cuanto a que artículo 69 ter de la Ley de Sociedades Anónimas crearía una situación legal complicada en el evento de que todos los accionistas ejercieran la opción de venderle al controlador sus acciones por la OPA obligatoria impuesta en la letra b) del artículo 199 de la ley Nº 18.045 o todos hicieran uso del derecho a retiro como consecuencia de lo que previene el citado artículo 69 ter.





Agregaron que esta norma no sólo considera el caso que se alcance o supere los dos tercios de las acciones emitidas para que opere el procedimiento señalado en esa disposición, sino que también cuando ya se disponga de ese monto y se desee adquirir cualquier otro porcentaje. Por ejemplo, si en una sociedad anónima abierta el controlador dispone de un paquete accionario del 67% no está obligado a hacer una OPA ni nace, en su caso, el derecho a retiro para el resto de los accionistas; sin embargo, estará obligado a cumplir con el artículo 69 ter en comentario si desea aumentar su participación en un 3% adicional. En ese evento deberá hacer una OPA.


La solución planteada en el nuevo inciso que se añade impide que la sociedad deba disolverse por reunirse todas las acciones en una sola mano.





	Se aprobó por unanimidad.





Artículo 7º





Nº 19 (H. Cámara de Diputados)


Nº 20 ( H. Senado)





	En el primer trámite constitucional, la H. Cámara de Diputados aprobó diversas enmiendas al artículo 22 de la ley Nº 18.815, sobre Fondos de Inversión. Ese artículo regula las materias que son propias de la Asamblea Ordinaria de Aportantes.





	En lo que interesa a este informe, la H. Cámara de Diputados acordó agregar - mediante una letra b) que se consigna en el número 19 del artículo 7º del proyecto aprobado por ella - un inciso final al artículo 22 . En él se otorga a la administradora de un fondo, en caso que la asamblea  acuerde sustituir a la administradora o la disolución del fondo, la facultad de demandar perjuicios ante el árbitro, siempre que no llegue a un acuerdo con la asamblea para determinar monto de la indemnización.





	El H. Senado, en segundo trámite constitucional, reemplazó la norma descrita por otra que pasó a ser letra c) del número 20 del artículo 7º aprobado por el Senado. Mediante ella se sustituyó el inciso final aprobado por la H. Cámara, por otro que dispone que la referida indemnización deberá ser acordada no sólo en el evento que se produzca el acuerdo de la letra b)  sino que también en la situación prevista en la letra d) - que ha pasado a ser f) - del artículo 22, esto es, si se acuerda disolver anticipadamente el fondo y designar liquidador. La indemnización estará acotada a los perjuicios irrogados a la administradora cuando el reemplazo o la liquidación no haya provenido de causas imputables a ésta. El H. Senado mantuvo, en todo caso, que a falta de acuerdo el monto de la indemnización sería fijado por el árbitro.





	En el tercer trámite constitucional la H. Cámara de Diputados rechazó la modificación aprobada por el H. Senado.





	Durante el debate de esta controversia, la Comisión Mixta consideró una proposición que hicieran llegar los representantes del Ejecutivo. En ella se reemplaza la disposición por otra que establece que en los casos considerados en las letras b) y f) del artículo 22 el reglamento interno podrá establecer una indemnización a la administradora por los perjuicios irrogados a ésta, indicando un monto fijo preestablecido. Se precisa que la indemnización no podrá agregarse como parte de las comisiones que se fijen por administración.





	Al considerarse esta proposición los representantes del Ejecutivo expresaron que esta norma procura establecer que en caso que se pretenda indemnizar a la administradora de un fondo de inversión ello se haga bajo los siguientes supuestos:





1º.- Que se trate de una indemnización que tenga el carácter de voluntaria y no imperativa; 





2º.- Que sea establecida con anticipación y para ello se propone que sea fijada en el reglamento interno y no ex post en la propuesta de texto que se sustituye;





3º.- De esta forma los inversionistas pueden evaluar con anticipación si les conviene participar en un fondo cuya administradora ha fijado una indemnización determinada, y





4º.- Se precisa que las causales son la sustitución de la administradora y la disolución anticipada del fondo.





La Comisión Mixta aprobó por unanimidad la propuesta, con dos enmiendas.





Primeramente reemplazó la expresión "un monto fijo" por "un monto preestablecido" porque bien puede ser un porcentaje. Enseguida, eliminó la frase final, que prohibe agregar la indemnización a las comisiones de la administradora.








Artículo 14, nuevo


(H.Senado)





	El H Senado, en el segundo trámite constitucional, agregó un artículo 14 nuevo a este proyecto de ley, mediante el cual se incorpora un artículo 35 bis a la Ley General de Bancos.





	La nueva norma faculta al Superintendente de Bancos para autorizar diversas operaciones como, por ejemplo, la fusión de bancos, la adquisición de la totalidad del activo y pasivo de un banco por otro, el aumento del control existente, en términos que el banco adquirente o el grupo de bancos resultantes alcancen una participación significativa en el mercado, entre otras.





	El inciso segundo precisa que la Superintendencia puede denegar esta autorización mediante resolución fundada y previo informe del Consejo del Banco Central de Chile aprobado por la mayoría de sus miembros en ejercicio.





	Establece el inciso tercero que el Banco Central deberá emitir su informe dentro del plazo de diez días hábiles contados desde que se presente la solicitud, plazo que se prorrogará en la situación prevista en el inciso tercero del artículo 19 de la Ley Orgánica del Banco Central, esto es, si el Ministro de Hacienda ejerce su facultad de suspender acuerdos o resoluciones del Consejo del Banco.





	El inciso cuarto estipula las exigencias que permiten a la Superintendencia de Bancos condicionar la autorización. Por su parte, el inciso quinto la faculta para aplicar total o parcialmente tales exigencias, estableciéndose que presentada alguna de las solicitudes que considera el inciso primero, el organismo fiscalizador tendrá el plazo máximo de 60 días  para pronunciarse y que su resoluciones podrán ser reclamadas de conformidad con la ley. Concluye este precepto otorgando a la Superintendencia la atribución de determinar los elementos y antecedentes que deberán considerarse para evaluar si una participación en el mercado es significativa.  








	La H. Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, rechazó los incisos segundo y tercero del nuevo artículo 35 bis que aprobó el H. Senado.





	Durante el debate de esta controversia los representantes del Ejecutivo recordaron que el texto aprobado en el Senado era representativo de un acuerdo esencial que inspira al proyecto. Agregaron que los incisos segundo y tercero rechazados por la H. Cámara eran fundamentales para que el Superintendente pueda ejercer adecuadamente las facultades que le confiere esta norma.





Sin perjuicio de ello y acogiendo algunas inquietudes planteadas en la H. Cámara durante el tercer trámite constitucional propusieron considerar una enmienda al inciso cuarto del artículo 35 bis que, como ya se indicó, prescribe las exigencias que pueden condicionar la autorización de la Superintendencia. A este efecto se propuso enmendar la letra a) del inciso cuarto de manera que disponga que el patrimonio efectivo de él o los bancos, según el caso, deba ser superior al 8% de sus activos ponderados por riesgo, con un límite del 14%. La norma aprobada por el H. Senado sólo señalaba que él o los bancos debían mantener un patrimonio efectivo no inferior al 14% de sus activos ponderados por riesgo.





	Durante el debate de esta proposición el H. Diputado señor Lorenzini sugirió que la resolución de la Superintendencia que aprueba la fusión de entidades bancarias debiera ser fundada, tal como debe serlo la que la deniega. Añadió que debiera establecerse la exigencia de que la Superintendencia requiera un informe no vinculante a la Comisión Antimonopolio, para poder evaluar cómo una fusión bancaria puede afectar la libre competencia. Concluyó señalando que una norma de esta especie puede evitar conflictos que se han producido con anterioridad, donde un organismo resuelve una cosa y eso es cuestionado por otro.





	A este respecto, el Superintendente expresó que el artículo aprobado por el Senado con la enmienda sugerida para la letra a), es perfectamente adecuado. Hizo presente, además, que las resoluciones de la Superintendencia son siempre fundadas.





	El H. Senador Boeninger manifestó que no compartía la opinión de agregar una nueva formalidad a este artículo estableciendo una consulta adicional a la Comisión Antimonopolio. A su juicio un Superintendente que tenga dudas adoptará el buen criterio de consultar a dicha Comisión sin que sea necesario que lo exija la ley. 





	Por otra parte, la H. Senadora Matthei expresó que los estudios en materias referidas a monopolios son de largo aliento y no se pueden ejecutar en el plazo de 10 días que se preve para que el Banco Central emita su informe. La Superintendencia debe evaluar los riesgos sistémicos y financieros, en cambio los estudios monopólicos son de otra naturaleza y toman años.





	El H. Diputado señor Alvarez propuso aprobar esta norma en los términos propuestos por el Senado y con la enmienda a su letra a) ya descrita.





	Al respecto consideró que no es necesario otorgar esta facultad al Fiscal Nacional Económico pues éste puede revisar las veces que quiera estas operaciones de fusión. Añadió que no resulta adecuado seguir aumentando las potestades de los organismos antimonopólicos. Concluyó que de aceptarse la proposición del H. Diputado señor Lorenzini sólo se agregarán costos al sistema. 





	El H. Senador señor Ominami opinó que la proposición del Diputado Lorenzini otorga nuevas facultades a órganos públicos, lo que excede el marco constitucional vigente. Este criterio fue compartido por el H. Diputado señor Ortiz, quien manifestó que una proposición de esta especie debiera patrocinarla el Presidente de la República. Sin perjuicio de ello expresó que el Superintendente puede pedir la opinión de la Fiscalía Nacional Económica cuando estudia una fusión.





	El H. Senador Ominami declaró inadmisible esta proposición. 





	Sometida a votación la proposición de acoger el texto aprobado por el Senado con la enmienda de su letra a), ella fue aceptada con los votos a favor de los HH. Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Foxley, Prat y Ominami y los HH. Diputados señores Alvarez, García, Jaramillo y Ortiz y la oposición del H. Diputado señor Lorenzini.





	Se acordó proponer el reemplazo total del artículo para incorporar la modificación a la letra a) antes señalada.


	








Artículo Décimo Transitorio


(H.Senado)





	En el segundo trámite constitucional, y a proposición del Ejecutivo, el H. Senado aprobó un artículo décimo transitorio que dispone que sin perjuicio de lo establecido por el artículo 199 de la ley Nº 18.045, los controladores actuales de las sociedades que hagan oferta pública de acciones podrán enajenar libremente sus acciones aun cuando el precio sea sustancialmente superior al de mercado, siempre que realicen dicha enajenación dentro del término de  tres años, plazo que se computará desde el día primero del mes siguiente a la fecha de la publicación de esta ley. Se dispone, finalmente, que para que los controladores puedan acogerse a este beneficio deberán comunicar por escrito a la Superintendencia, dentro del plazo de seis meses contados desde la publicación de esta ley, su voluntad de acogerse a esta opción.





	En el tercer trámite constitucional la H. Cámara de Diputados rechazó este artículo introducido por el H. Senado.





Al iniciarse el debate de esta controversia los representantes del Ejecutivo presentaron una nueva redacción en la que se establece que no obstante lo dispuesto en el artículo 199 de la ley Nº 18.045, los controladores actuales de las sociedades anónimas abiertas que hagan oferta pública de sus acciones, podrán optar por enajenarlas libremente, aún cuando el precio sea sustancialmente superior al de mercado, siempre que realicen dicha enajenación dentro del curso de los próximos tres años, contados desde el día primero del mes siguiente a la fecha de publicación de la presente ley y sea acordado en una junta extraordinaria de accionistas. El directorio de la sociedad convocará a la junta y ésta resolverá por la mayoría absoluta de las acciones emitidas con derecho a voto. Este beneficio podrá invocarlo por una sola vez.


Para acogerse a lo previsto en el inciso anterior, se deberá convocar a junta extraordinaria dentro de los seis meses siguientes a la fecha de vigencia de la presente ley.





El adquirente de las acciones provenientes del control, si pretendiere enajenar las acciones no podrá utilizar el procedimiento señalado en los incisos anteriores y deberá ceñirse estrictamente al cumplimiento de las disposiciones del Título XXV de la ley Nº 18.045.





Para fundamentar esta proposición se expresó que dadas las distintas situaciones que pueden darse para que el controlador pueda enajenar sus acciones a un precio sustancialmente superior al de mercado, se estima que lo mejor es proceder de la siguiente manera:





Se mantiene el plazo acordado de 3 años para que el controlador pueda decidir enajenar libremente sus acciones.





Se precisa además que el controlador es quien puede enajenar libremente sus acciones, pero quien toma las decisiones es la respectiva junta extraordinaria de accionistas, por cuanto afecta a todos los demás accionistas que son quieres deben conocer en primer lugar, la intención del controlador.





	Con la finalidad que se respeten las mayorías, el acuerdo de la junta debe adoptarse por la mayoría absoluta de las acciones emitidas con derecho a voto.





La decisión de enajenar las acciones será comunicada al mercado como un hecho esencial. De igual forma, se establece un plazo perentorio para que se cite a la junta extraordinaria de accionistas para resolver sobre esta materia.





Finalmente se destacó que este beneficio sólo puede ejercerse por una sola vez y sólo puede emplearlo quien sea actualmente dueño de acciones que impliquen la posesión real del control; de modo que no puede beneficiarse de esta modalidad quien adquiera posteriormente el control, aunque esté vigente el término de 3 años.





				Por su parte, los HH. Diputados señores Lorenizini y Jocelyn-Holt propusieron reducir el plazo de 3 a un año. Expresaron que sumado a los dos años que lleva de tramitación en el Congreso este proyecto, se cumple cabalmente con la finalidad de asegurar a los actuales controladores, que son personas adecuadamente informadas, un plazo más que razonable para deshacerse del control a precios sobre mercado y sin utilizar el mecanismo de la OPA.





Los HH. Senadores señora Matthei y señores Prat y Novoa reclamaron que ambas proposiciones vulneran el acuerdo alcanzado con el Ministro de Hacienda que hizo posible la aprobación de la iniciativa. El H. Senador Prat puntualizó que el derecho de los controladores para enajenar sus acciones dentro de un plazo es un derecho individual que no debe estar subordinado a la aprobación de un cuerpo colectivo, como es la junta de accionistas.





El H. Senador Ominami manifestó que cuando la ley establece un derecho puede fijar las condiciones bajo las cuales se ejercerá.





El H. Senador Boeninger añadió que este es un derecho excepcional que reconoce a los controladores la facultad de vender por sobre el precio del mercado sus acciones, lo que no concuerda con las normas permanentes de OPAS.





Añadió que la nueva propuesta del Ejecutivo agrega la obligación de requerir la mayoría de la junta de accionistas y no sólo la mayoría del directorio.





El H. Senador Novoa expresó que la fórmula convenida en el Senado para el artículo Décimo transitorio es parte de un acuerdo global para hacer obligatorias las OPAS, y que si no hubiera prosperado habría impedido avanzar en esta materia. Recordó que este era un punto central del acuerdo y no un detalle secundario.





Hizo presente, además, que hay un conjunto de decisiones que pueden determinar las juntas de accionistas -elegir directores, distribuir dividendos, nombrar inspectores de cuentas o auditores- sin embargo, es facultad individual del accionista comprar o vender acciones, aspecto que no puede quedar entregado a la decisión de la mayoría de la junta.





El H. Diputado señor Jocelyn-Holt hizo presente que a la luz de los antecedentes que fueron entregados en la Cámara de Diputados por el Gobierno habían OPAS socialmente beneficiosas.


 


El Diputado señor Alvarez señaló que un principio básico del derecho societario es que los accionistas puedan vender sus títulos, sólo en ellos se debe radicar la decisión y sobre todo si esta ley está alterando las normas bajo las cuales adquirieron el control de una sociedad.





				El H. Senador Foxley recordó que cuando la decisión de enajenar afecta a otros ella es interdependiente por lo menos en sus consecuencias y que por tanto también debiera ser interdependiente la decisión de enajenar. Añadió que esto se debatió mucho y que la fórmula convenida en el Senado si bien no fue a su juicio la más adecuada -como sería no establecer plazo de transición- ella está acordada, por lo que propuso considerar sólo revisar la participación de la junta en la decisión de enajenar.





EL H. Diputado señor Jocelyn-Holt señaló que el plazo de tres años que establece este precepto es perverso por el exceso de tiempo que considera pues permite la especulación de los controladores. Añadió que dicho plazo no es racional ni justo. Concluyó que este es un tema demasiado relevante para no ser considerado y acogido.





El H. Senador Novoa recordó que el acuerdo alcanzado en el Senado fue el más racional que jurídica y económicamente se pudo alcanzar en esta materia.





Los HH. Senadores señores Boeninger y Ominami expresaron que están por honrar el referido acuerdo, no obstante que la fórmula lograda no les satisface.





Puesta en votación la proposición del ejecutivo, fue aprobada por  6 votos contra 4. Estuvieron a favor de ella los HH. Senadores señores Boeninger, Foxley y Ominami y los HH. Diputados señores Jaramillo, Lorenzini y Ortiz. En contra se manifestaron los HH. Senadores señora Matthei y señor Prat y los HH. Diputados señores Alvarez y García.





Acto seguido se sometió a votación la indicación de los HH. Diputados señores Lorenzini y Jocelyn-Holt, la cual fue rechazada por 8 votos contra 2. Optaron por el rechazo los HH. Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Foxley, Ominami y Prat y los HH. Diputados señores Alvarez, García y Ortiz. La apoyaron su autor y el H. Diputado señor Jaramillo.





A continuación diversos miembros de la Comisión Mixta solicitaron se pusiera en votación el artículo 10 transitorio aprobado por el Senado en el segundo trámite constitucional. El señor Presidente hizo ver que habiendo sido acogida la propuesta del Ejecutivo, que contiene un texto que viene a reemplazar el referido artículo transitorio, resultaba improcedente poner en votación un texto que, de ser aprobado, resultaría incompatible con lo ya resuelto.





Algunos de los integrantes solicitaron, entonces, la reapertura del debate sobre la propuesta alternativa del Ejecutivo ya votada, aduciendo que de haber sabido cuál sería el orden de las votaciones habrían expresado sus preferencias de manera distinta a cómo lo habían hecho. Se procedió por unanimidad a reabrir el debate.





Los HH. Senadores señora Matthei y señor Prat solicitaron dividir la votación de la proposición del Ejecutivo. 





En consecuencia, se puso en votación la frase inicial del primer inciso del artículo 10 transitorio, o sea, sin la parte que supedita la enajenación del control al acuerdo de la junta de accionistas. Ella fue aprobada por 9 votos contra uno. Estuvo por el rechazo el H. Diputado señor Lorenizini, en tanto que se pronunciaron a favor los restantes integrantes de la Comisión Mixta.





Luego se puso en votación el resto del primer inciso, que se refiere a la aprobación de la enajenación por la mayoría absoluta de la junta de accionistas convocada al efecto y al carácter excepcional del precepto, en el sentido de que es aplicable una sola vez y, por tanto, no se benefician de él quienes por esa vía sucedan a los controladores que emplearon este mecanismo.





Votaron por aprobarla los HH. Senadores señores Boeninger, Foxley y Ominami y los HH. Diputados señores Jaramillo y Ortiz. Se pronunciaron en contra los HH. Senadores señora Matthei y señor Prat y los HH. Diputados señores Alvarez, García y Lorenzini. La votación se repitió de inmediato, para dirimir el empate, con idéntico resultado, por lo que quedó para ser resuelto en la sesión siguiente.





Antes de dirimir el empate, el señor Ministro de Hacienda declaró que para el Ejecutivo el artículo Décimo Transitorio es un todo indivisible, cuyos elementos esenciales son la fijación de un plazo de 3 años para el régimen de excepción, la intervención de la junta de accionistas y la limitación del mecanismo de gracia una sola vez, en cuanto sólo puede ser usado por los actuales controladores y no por quienes adquieran de ellos el control.





Respondiendo a una consulta del H. Diputado señor Lorenzini, el Ministro manifestó no tener dudas acerca del apego al orden constitucional de la norma en comento.





El señor Lorenzini consultó además si es efectivo que el Ejecutivo alcanzó un acuerdo sobre este particular con el Senado en el segundo trámite constitucional.





Respondiendo a lo anterior, el H. Senador señor Boeninger explicó que el entendimiento que se logró entre los colegisladores en una etapa anterior de la tramitación del proyecto ya está superado y que lo que correspondía resolver en la Comisión Mixta es la nueva proposición 


concreta planteada por el Ejecutivo, la primera parte de la cual ya fue aprobada pero queda incompleta sin el resto del artículo.





Practicada la tercera votación, arrojó como resultado 7 votos por la afirmativa, 1 en contra y 2 abstenciones. Estuvieron por la aprobación los HH. Senadores señores Boeninger, Foxley y Ominami y los HH. Diputados señores Alvarez, García, Jaramillo y Ortiz. Por el rechazo se manifestó el H. Senador señor Prat, y se abstuvieron la H. Senadora señora Matthei y el H. Diputado señor Lorenzini.





- - - - -





				En consecuencia, la Comisión Mixta tiene el honor de proponeros que salvéis las discrepancias producidas durante la tramitación de este proyecto de ley aprobando en una sola votación las siguientes proposiciones de enmienda:





Artículo 2º





Nº 18





				Consignar este número en los siguientes términos:





 				"18.- Intercálase el siguiente artículo 69 ter, nuevo:





				"Artículo 69 ter.- Si como consecuencia de cualquier adquisición, una persona alcanza o supera los dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto de una sociedad que haga oferta pública de sus acciones, tendrá el plazo de 30 días, contado desde la fecha de aquélla, para realizar una oferta por las acciones restantes, en los términos establecidos en el Título XXV de la ley Nº 18.045. Dicha oferta deberá hacerse a un precio no inferior al que correspondería en caso de existir derecho a retiro.





				De no efectuarse la oferta en el plazo señalado, nacerá para el resto de los accionistas el derecho a retiro en los términos del artículo 69. En este caso, se tomará como fecha de referencia para calcular el valor a pagar, el día siguiente al vencimiento del plazo indicado en el inciso primero.





				No regirá la obligación establecida en el inciso primero, cuando se alcance el porcentaje ahí referido como consecuencia de una reducción de pleno derecho del capital, por no haber sido totalmente suscrito y pagado un aumento dentro del plazo legal.





				En caso que todos los accionistas ejercieren la opción de enajenar la totalidad de sus acciones al controlador o ejercer el derecho a retiro en su caso, a la sociedad no le será aplicable la causal de disolución establecida en el Nº 2) del artículo 103, a  menos que el controlador decida lo contrario y así lo señale conforme al artículo 212 de la ley Nº 18.045.".".





Artículo 7º





Nº 20





Letra c)





Consignar esta letra en los siguientes términos:





				"c) Agrégase el siguiente inciso final:





				"En los casos señalados en las letras b) y  f) anteriores, el reglamento interno podrá establecer una indemnización a la administradora por los perjuicios irrogados a ésta, por un monto o porcentaje preestablecido, cuando el reemplazo o liquidación no hayan provenido de causas imputables a ella.".".





Artículo 14





				Sustituirlo por el siguiente:





				"Artículo 14.- Incorpórase  el siguiente artículo 35 bis a la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado se fijó por el D.F.L. Nº 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997:





				"Artículo 35 bis.- Sólo se podrá proceder a la fusión de bancos, a la  adquisición de la totalidad del activo y pasivo de un banco por otro  o de una parte sustancial de ellos, según la definición del artículo 138; o a la toma de control de dos o más bancos por una misma persona o grupo controlador, o bien a aumentar sustancialmente el control ya existente, en términos que el banco adquirente o el grupo de bancos resultante alcancen una participación significativa en el mercado, si los interesados cuentan con la autorización de la Superintendencia a que se refiere este artículo.





				La Superintendencia podrá denegar la autorización de que trata este artículo, mediante resolución fundada, previo informe en el mismo sentido del Consejo del Banco Central de Chile aprobado por la mayoría de sus miembros en ejercicio.





				El informe referido en el inciso anterior deberá ser evacuado dentro del plazo de diez días hábiles desde que se solicite, plazo que se entenderá prorrogado en el caso que contempla el artículo 19, inciso tercero, de la Ley Orgánica del Banco Central.





				En todo caso, la Superintendencia podrá condicionar la autorización al cumplimiento de una o más de las siguientes exigencias:





a)	Que el patrimonio efectivo de el o los bancos, según el caso, deba ser superior al 8% de sus activos ponderados por riesgo, con un límite de 14%.





b)	Que la reserva técnica que establece el artículo 65 sea aplicable desde que los depósitos y demás sumas a que se refiere esa norma excedan de una vez y media su capital pagado y reservas.





c)	Que el margen de préstamos interbancarios establecido en el artículo 84, Nº 1), párrafo penúltimo, se rebaje al 20% del patrimonio efectivo.





				La Superintendencia podrá imponer total o parcialmente las exigencias antes señaladas mediante resolución fundada y asimismo limitar su aplicación en relación al monto o porcentaje que contiene cada letra precedente.





				La Superintendencia deberá pronunciarse en un plazo máximo de 60 días sobre la solicitud referida en el inciso primero.


	


				Las resoluciones denegatorias que dicte la Superintendencia podrán reclamarse con sujeción al artículo 22.








				Para los efectos de lo señalado en el inciso primero, se entenderá que se produce un aumento sustancial en el control, cuando el controlador adquiera la mayoría o los dos tercios de las acciones, en su caso.





				La Superintendencia determinará, mediante norma general, los elementos y antecedentes que deberán considerarse para estimar cuando una participación de mercado es significativa, incluyendo un porcentaje de participación a partir del cual se harán aplicables las normas de este artículo.".".








Artículo Décimo Transitorio





				Sustituirlo por el siguiente:





				"Artículo Décimo Transitorio.- No obstante lo dispuesto en el artículo 199 de la ley Nº 18.045, los controladores actuales de las sociedades anónimas abiertas que hagan oferta pública de sus acciones, podrán optar por enajenarlas libremente, aun cuando el precio sea sustancialmente superior al de  mercado, siempre que realicen dicha enajenación dentro del curso de los próximos tres años, contados desde el día primero del mes siguiente a la fecha de publicación de la presente ley y sea acordado en una junta extraordinaria de accionistas. El directorio de la sociedad convocará a la junta y ésta resolverá por la mayoría absoluta de las acciones emitidas con derecho a voto. Este beneficio podrá invocarse por una sola vez.





				Para acogerse a lo previsto en el inciso anterior, se deberá convocar a junta extraordinaria dentro de los seis meses siguientes a la fecha de vigencia de la presente ley.





				Si el adquirente de las acciones provenientes del control pretendiere enajenar las acciones, no podrá utilizar el procedimiento señalado en los incisos anteriores y deberá ceñirse estrictamente al cumplimiento de las disposiciones del Título XXV de la ley Nº 18.045.".








- - - - - -








			Acordado en sesiones celebradas los días 12 y 13 de septiembre y 11 de octubre de 2000, con asistencia de los HH. Senadores señor Carlos Ominami (Presidente), señora Evelyn Matthei, señores Edgardo Boeninger, Alejandro Foxley y Francisco Prat y los HH. Diputados señores Rodrigo Alvarez Zenteno, José García Ruminot, Enrique Jaramillo , Pablo Lorenzini y José Miguel Ortiz.








				Sala de la Comisión Mixta, a 11 de octubre de 2000.







































































Fernando Soffia Contreras


Secretario
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